
Juan Fran-
cisco Galli,
exsubsecre-
tario del In-
terior. 

El exsubsecretario del Interior
Juan Francisco Galli valoró a priori
la creación del nuevo Ministerio de
Seguridad Pública. Enfatizó en que
“esto es una aspiración de la ciuda-
danía frente a un diagnóstico que
era compartido, que era que la
institucionalidad como estaba, es
decir, un Ministerio del Interior y
Seguridad Pública que mezclara el
rol político con el de la seguridad,
no estaba funcionando y que se
hacía necesario separar el rol del
Ministerio del Interior del nuevo
Ministerio de Seguridad. Eso se
concreta después de una larga
tramitación en el Congreso y, por
lo tanto, creo que es positivo”.

No obstante, advierte algunas
dudas que surgen respecto de la
implementación. Repara en que “el
proyecto original requería que se
generara un sistema de seguridad
pública que empoderara al Minis-
terio de Seguridad y al Ministerio
del Interior, y vamos a tener que
esperar la implementación de este
ministerio para ver si eso realmen-
te se concreta”.

Además, puntualiza en que “lo
que no podemos hacer es generar
la expectativa a los ciudadanos de
que con la creación del Ministerio
de Seguridad se solucionen proble-
mas de inmediato de la seguridad.
Es por el contrario, esto va a ser
una solución siempre y cuando el
ministerio funcione”. También
advierte que “hay algunos elemen-
tos que van a requerir de esfuerzo

en su implementación, especial-
mente en tres aspectos”.

El primero de estos se relaciona
con “la definición del centro de
gobierno”. Es decir, explica, “cómo
empoderar a Interior sin involucrarlo
en la seguridad, porque hay institu-
ciones que quedaron en el Ministerio

del Interior que son muy relevantes
para la seguridad o instituciones que
quedaron en el Ministerio de Justicia
que siguen siendo muy relevantes
para la seguridad, como son la
Agencia Nacional de Inteligencia
(ANI) en Interior y Gendarmería en
Justicia”.

En segundo punto, “la definición
de funciones del Ministerio del
Interior haciendo pervivir a la
Secretaría General de la Presiden-
cia”. Según plantea Galli, esto
“también va a requerir de esfuerzo
en la implementación para que esos
dos ministerios terminen siendo
relevantes y no una oficina de
tramitación legislativa en las Seg-
pres y un jefe de gabinete que no
sea tan poderoso como lo era antes
cuando tenía bajo su dependencia a
la policía”.

El exsubsecretario, en tercer y
último punto, pone atención en la
“definición territorial, la expresión
territorial de la seguridad que va a
requerir de cierto ajuste, porque
hoy día las delegaciones presiden-
ciales regionales tienen un rol muy
relevante en la seguridad y en el
control del orden público. Esa
función va a pasar ahora a un
seremi, que es una autoridad de
rango inferior que el delegado y
que va a tener que tener una inte-
rrelación con los altos mandos de
las policías en las regiones. Por lo
tanto, ahí quedan dudas, y espero
que en el proceso de implementa-
ción se vayan corrigiendo”.

Juan Francisco Galli, exsubsecretario del Interior:
“No podemos generar la expectativa de que se
solucione el problema”

Jorge Burgos, exministro
del Interior.

El exministro del Interior en el segundo gobierno
de la expresidenta Michelle Bachelet, Jorge Burgos,
valoró la aprobación final de la nueva cartera, que
estará encargada exclusivamente de temas de segu-
ridad. “La creación de un ministerio de giro exclusivo
a seguridad es un tema que se venía debatiendo en
Chile desde que se creó el actual ministerio, en 2011,
y, obviamente, han pasado muchos ministros del
Interior y presidentes. Es un mérito del actual Presi-
dente (Gabriel Boric) y de la actual ministra (Carolina
Tohá) haber logrado que eso se concrete como una
ley”, sostiene el también exdiputado.

Representación regional,
propuesta “opinable”

Sin embargo, quien además fuera ministro de
Defensa hace reparos a la figura del seremi de
Seguridad y el delegado presidencial en regiones,
situación que ha sido objeto de amplia crítica por
diversos actores del mundo político. Al respecto,
Burgos plantea que “la fórmula que se eligió para
la representación regional del ministerio es opina-
ble. La convivencia con el delegado presidencial,
con el gobernador regional, a lo menos, teórica-
mente, puede ser compleja. Ahí yo veo un punto
débil. Esperemos que funcione”.

Pudo entregarse a Interior relación
con el Congreso

Si bien otro de los puntos que fue materia de
cuestionamiento es la desvinculación que se hace
del cargo de ministro del Interior en materias de
seguridad, relegándolo casi exclusivamente a
temas meramente políticos, Burgos plantea: “Creo
que esta hubiera sido una buena oportunidad para
darle más funciones políticas al Ministerio del
Interior, haberle entregado otra relación con el
Parlamento y, de paso, haber suprimido la Secre-

taría General de la Presidencia”. 
Para el exministro, se dejó pasar la ocasión

para “haber convertido el Ministerio del Interior
en el ministerio político de frentón, en el jefe
político, entregándole la función de relación con
el Parlamento”.

Además, agrega que “así hubiéramos evitado
aumentar ministerios”, lo cual fue otro de los
puntos de disenso en la discusión. 

Por último, Jorge Burgos analiza el panorama
respecto del “aparataje” que sostiene los brazos del
Gobierno, el que pudo haber sido evaluado en mayor
profundidad, piensa: “Era un oportunidad para haber
hecho una reforma de modernización más grande.
Pero bueno, en Chile hace muchos años que nadie
quiere modernizar el Estado”, cuestiona.

Jorge Burgos, exministro del Interior: “Era
una oportunidad para hacer una reforma
de modernización más grande”

Daniel Johnson, di-
rector ejecutivo de
Paz Ciudadana. 

Daniel Johnson, director ejecutivo de la
Fundación Paz Ciudadana, sostiene que es
un acierto la existencia de esta nueva re-
partición, puesto que “la creación del Minis-
terio de la Seguridad es un paso absoluta-
mente necesario para mejorar el desempeño
de la seguridad”, aunque advierte que “no es
suficiente en sí mismo”.

Así, Johnson explica que “el problema de
la seguridad es un problema multifactorial”,
por lo cual “no es posible resolverlo con solo
una institución pública”. 

Y, en ese sentido, considera que se nece-
sita “un conjunto de ellas, operando sinérgi-
camente” y ejemplifica que “está el tema de
la prevención temprana, de la disuasión a
través de cámaras, la prevención situacio-
nal, el control de las policías, la justicia, las
cárceles, las penas y la reinserción”.

Es clave relación de “tercer
sector” con ministerio

Sobre las funciones de estos entes, Daniel
Johnson explica que “hoy en día todas esas
materias dependen de distintos ministerios y
la capacidad que tiene el Ministerio del
Interior y Seguridad Pública de coordinar a
esas instituciones ha sido sumamente difi-
cultosa, no solo de un gobierno, sino que de

varios gobiernos”.
Otro de los puntos que destacó fue la

coordinación que la nueva secretaría de
Estado tendrá con distintos actores del
mundo público, pero también del mundo
privado, como es el caso de la propia Fun-
dación Paz Ciudadana.

En esa línea, plantea que “el tercer sector
(mundo privado) absolutamente tiene que
tener una relación con el ministerio”. De
hecho, puntualiza que “todos los Estados
modernos se relacionan permanentemente
con el tercer sector”. 

Mientras que sobre los fundamentos que
sostienen este trabajo mancomunado,
argumenta que “el tercer sector tiene un rol
de supervisión”, y detalla que “un ciudadano
no va a tener la capacidad de estar haciendo
análisis de los datos o del impacto de las
políticas”. Es en ese contexto que “necesitas
instituciones diferentes al Estado que sean
capaces de monitorear que el Estado esté
cumpliendo su rol debidamente. Nosotros
esperamos (como fundación) tener un rol
muy importante del nuevo ministerio”.

Centralización y
regionalización, un “mix”

Por otra parte, destacó que los delegados

presidenciales continúen con un rol impor-
tante, “porque al depender del poder cen-
tral, tienen la posibilidad de implementar
políticas públicas a nivel nacional, y eso es
muy importante entenderlo porque los
problemas delictuales no se distribuyen de la
misma forma en todas las regiones del país.
Entonces con una estructura centralizada se
pueden asignar los recursos a los lugares
que más lo requieren y mañana pueden ser
otros lugares. El tema preocupante era que
los delegados presidenciales dependen de
Interior, pero se resuelve con la creación de
los seremis. Así que tenemos este mix para
definir las políticas de seguridad que se
establecen en los territorios”, analiza.

Preocupación por
implementación

Johnson esbozó una preocupación más
allá del debate que se ha producido sobre la
nueva cartera y guarda relación con los
funcionarios que encabezarán la nueva
repartición.

Plantea que el “perfil técnico debiera ser
algo indicativo en todos los ministerios del
país. No podemos tratar de privilegiar roles
políticos y castigar roles técnicos. Lo que sí
tenemos que tener es a técnicos que tengan

capacidades políticas, pero no podemos
castigar el rol técnico por lo político. En
particular, en el Ministerio de Seguridad es
mucho más importante el rol técnico”.

Además, puntualiza que “no basta con
la ley, sino que tenemos que poner mu-
cho acento en el proceso de implementa-
ción para que ese ministerio cumpla con
las expectativas que todos tenemos.
Queremos pensar que es la creación de
una nueva institucionalidad más que de
un proceso transicional, la estructura
nueva no puede pensar en la estructura
actual, tiene que pensar en las necesida-
des del país”.

“Blindarlo de períodos
presidenciales”

Respecto de la politización que puede
haber en el nuevo ministerio, enfatiza en que
“hay que tratar de blindarlo de los períodos
presidenciales, porque si no lo blindamos, si
tratamos de implementar políticas que
tengan un impacto en el período de gobierno
y se van a cosechar en votos, eso es algo
que nunca va a resolver el problema de
seguridad, la mirada tiene que ser a largo
plazo. Es un ministerio que tendría que tener
más un perfil de políticas de Estado”.

Daniel Johnson, director ejecutivo de Paz Ciudadana: “Es un paso
absolutamente necesario, pero no es suficiente en sí mismo”

La batalla legal entre el sociólogo y exprecan-
didato presidencial Alberto Mayol y la Universi-
dad de Santiago (Usach) sumó un nuevo capítu-
lo ayer, luego de que la Contraloría dejara sin
efecto el resultado del sumario administrativo
con el cual el plantel estatal había
destituido al académico.

Fue en noviembre del año pasado
cuando la casa de estudios definió
expulsar a Mayol por “faltas a la
probidad” durante su estadía en
España, donde realiza un doctorado. 

La disputa comenzó en 2022,
cuando Mayol denunció que la
Usach disminuyó su sueldo de
manera “unilateral” mientras él
cursaba estudios en la U. Complu-
tense de Madrid, a pesar de que le
correspondía recibir sus remunera-
ciones de forma íntegra.

Frente a ello, el sociólogo presentó un
recurso de protección ante la Corte de Apela-
ciones de Santiago, denunciando que nunca
fue notificado sobre el cambio presupuesta-
rio, ni cuando consultó sobre la reducción en

el dinero que recibía.
En aquella instancia, el tribunal le dio la razón

a Mayol, pero la Usach recurrió a la Corte
Suprema y logró revertir el fallo.

Ahora, la institución dirigida por Dorothy
Pérez consideró que “la decisión
expulsiva adoptada, en la especie, no
se encuentra correctamente motiva-
da, pues en el proceso se ha acredi-
tado la omisión de la práctica de
diligencias probatorias alegadas por
el afectado, las que le habrían
permitido —en el caso de realizarse
y comprobarse—, establecer su
falta de responsabilidad administra-
tiva en los hechos imputados o,
eventualmente, hacerlo acreedor de
la imposición de una medida menos
severa”. 

La Contraloría ordenó a la Usach “retrotraer
el procedimiento a la etapa indagatoria” y que
“se agote la investigación”.

“El Mercurio” consultó a la universidad, pero
esta declinó referirse al caso, argumentando
que “es un proceso en desarrollo”. 

ACADÉMICO HABÍA SIDO DESTITUIDO EN NOVIEMBRE DEL AÑO PASADO

Contraloría deja sin efecto expulsión 
de Alberto Mayol de la Usach: plantel
tendrá que volver a etapa indagatoria 

El sociólogo Alber-
to Mayol.

Cuando ocurrió el robo de 23 compu-
tadores y una caja fuerte —cuyo conte-
nido nunca fue encontrado— en el
Ministerio de Desarrollo Social, a media-
dos de 2023, el extitular de la cartera
Giorgio Jackson, a quien entonces se
vinculó con el caso Convenios, afirmó
que “no parecieran no ser solo constitu-
tivos del delito de robo, sino que tam-
bién relativos a una señal política”. Por
entonces, incluso la oposición apuntó a
que él pudo estar relacionado con el
atraco. 

Los asaltantes se hicieron pasar por
familiares del exministro. 

Ayer fue formalizado un cuarto invo-
lucrado, un imputado que fue detenido
en la víspera y que contaba con al me-
nos tres condenas previas por robo en
lugar no habitado. Tras la formulación
de cargos, quedó en prisión preventiva. 

La fiscal Marcela Adasme, de la zona
metropolitana Centro Norte, sostuvo
que, “de acuerdo a todo lo que hemos
reunido, ya transcurrido más de un año
de estos hechos, no hay ninguna vincula-
ción o móvil político que haya llevado a

estas personas a ingresar al Ministerio
de Desarrollo Social”. 

Dijo, además, que el nuevo imputado
“es una de las tres personas que ingre-
san al ministerio y sustraen esta caja
fuerte”, por lo que se busca dar con el
paradero de sus dos acompañantes.

Ya habían sido detenidos y formaliza-
dos el principal imputado en el caso,

Miguel Ángel Apablaza, quien permane-
ce privado de libertad, y su abuela Elena
Rojas, así como un cómplice del delito,
Jorge Plaza.

Este último recibió en abril una pena
de 541 días, la que cumple en libertad,
pues se le concedió la remisión condi-
cional de la misma. Además, se le abo-
naron los 104 días que estuvo en prisión
preventiva. El imputado accedió a un
procedimiento abreviado, ofrecido por
la fiscalía, luego de reconocer los he-
chos que se le atribuían: descerrajar la
caja fuerte.

“Fue condenado en calidad de encu-
bridor del delito base de robo de la caja
fuerte, ya que él es quien facilita su
casa a petición de otro de los imputa-
dos para descerrajarla. En ese contex-
to, la pena que recibe es menor, ya que
su participación es posterior al hecho y
de manera indirecta, así que por tal
razón y por carecer de antecedentes
penales se le sustituyó la pena por una
en libertad”, explicó Francisco Vildoso,
uno de los defensores en el caso, en esa
oportunidad.

A MEDIADOS DE 2023, EN MEDIO DE CASO CONVENIOS:

Descartan “móvil político” tras formalización 
de nuevo detenido por robo en Desarrollo Social

ATRACO.— Fueron robados 23 computa-
dores y una caja fuerte. 
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Tras ser aprobado en el Congreso

Los aciertos, dudas y una “oportunidad perdida”:
Tres miradas al nuevo Ministerio de Seguridad

Se valora de manera transversal su creación y, en términos
generales, se considera necesario para combatir la delincuencia,
aunque existen algunas aprensiones. 

Entre las preocupaciones está la implementación. Se advierte
que es clave la elección de personal técnico y no político, y que
los resultados no serían inmediatos, sino de largo plazo. 
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